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SALA POLÍTICO ADMINISTRATIVA

 

MAGISTRADO-PONENTE: CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ
 


Adjunto a oficio Nº 923, de fecha 29 de octubre de 1.998, emanado del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, fue remitido a esta Sala el expediente contentivo del juicio seguido por el Sindicato de Trabajadores Petroleros del Municipio Autónomo Machiques de Perijá Estado Zulia, contra Construcciones Petroleras, C. A.,  por daños y perjuicios derivados del incumplimiento  del Contrato Colectivo de Trabajo de la Industria Petrolera, a fin de que este máximo Tribunal conozca del Recurso de Regulación de Jurisdicción interpuesto.


Recibido el expediente, por auto de fecha 11 de noviembre de 1.998  se dio cuenta en Sala y se asignó la ponencia a la Magistrada Hildegard Rondón de Sansó.

Mediante diligencia suscrita ante esta Sala el 4 de marzo de 1.999, la apoderada judicial de la demandada solicitó la declaratoria con lugar de la regulación de jurisdicción intentada.    


Por cuanto la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, publicada en Gaceta Oficial Nº 36.860 de fecha 30 de diciembre de 1999, estableció un cambio en la estructura y denominación de este Máximo Tribunal y en virtud de que la  Asamblea  Nacional Constituyente, mediante Decreto de fecha  22-12-99, designó los Magistrados de este Tribunal Supremo de Justicia, quienes se juramentaron el 27 del mismo mes y año y por cuanto en  Sesión  de fecha  10 de enero del  2000, se constituyó la Sala Político-Administrativa, se ordenó la continuación de la presente causa en el estado en que se encuentra y designó ponente al Magistrado Carlos Escarrá Malavé, quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

 

I

ANTECEDENTES

Mediante escrito recibido el 6 de mayo de 1.998, en el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia,  los señores José Taborda, Antonio Suares, Dario Rada, Julio Rodríguez, Eudo Taborda, Nelson Pineda y Giovanys Vargas, identificados con las cédulas de identidad números 7.685.618, 12.869.144, 7.639.469, 11.255.432, 3.106.459, 4.593.517 y 7.685.617, respectivamente, actuando con el carácter de Secretario General, Secretario de Organización, Secretario de Reclamo, Secretario de Finanzas, Secretario de Actas y Correspondencia, Secretario de Propaganda y Secretario de Vigilancia y Disciplina, del Sindicato de Trabajadores Petroleros del Municipio Autónomo Machiques de Perijá  Estado Zulia, demandaron a la empresa Construcciones Petroleras, C. A., para que indemnizara los daños y perjuicios por el incumplimiento del contrato colectivo de trabajo de la industria petrolera. Alegan los accionantes que la demandada incumple la cláusula 124 del referido contrato colectivo, la cual dispone que la  nómina diaria de las empresas sometidas al mismo, debe estar compuesta por un mínimo del 60% de los trabajadores indicados en las listas del sindicato, situación que ha perjudicado al menos a 10 miembros del sindicato directamente y  de manera indirecta, tanto a los otros miembros del sindicato que tienen una empresa menos en la que laborar,  como también a sus familias, produciendo un daño estimado de cincuenta millones de bolívares.

Por auto de fecha 11 de mayo de 1.998, se admitió la demanda en cuanto ha lugar en derecho y se ordenó la citación de la demandada. 

Mediante diligencia suscrita en fecha 12 de junio de 1.998, se solicitó la citación por cartel de la demandada y el día 15 del mismo mes y año, se dio cumplimiento a lo ordenado. 

En fecha 27 de julio de 1.998, el apoderado de la accionante solicitó el nombramiento de defensor ad litem de  la demandada.

Mediante auto de fecha 28 de agosto de 1.998, se nombró como defensor ad litem al abogado Luis Barroso.

El 31 de julio de 1.998, la abogada Ingrid Pérez, inscrita en el Instituto de Previción Social del Abogado bajo el número: 23.013, en su carácter de apoderada judicial de la compañía Construcciones Petroleras, C. A., se dio por citada. 

Mediante diligencia de fecha 31 de julio de 1.998, los apoderados de ambas partes acordaron la suspención del procedimiento por un lapso de 15 días continuos.

Notificado el defensor ad litem, el día 5 de agosto de 1.998, aceptó el cargo y fue juramentado.

Por medio de escrito de fecha 17 de septiembre de 1.998, el apoderado de la accionante reformó parcialmente la demanda, alegando que la demandada persistía en su  negativa a cumplir el contrato colectivo de trabajo de la industria petrolera y por ende a contratar trabajadores afiliados al Sindicato, ocasionando un daño estimado en cien millones de bolívares.

En fecha 17 de septiembre de 1.998 se admitió la reforma de la demanda en cuanto a lugar en derecho  y se emplazó a la demandada para dar contestación a la misma.

 El día 25 de septiembre de 1.998, la apoderada judicial de la  demandada,  siendo la oportunidad para contestar la demanda, consignó escrito contentivo de la oposición de cuestiones previas, alegando -entre otras- la falta de jurisdicción del Tribunal, por considerar que al  versar la demanda sobre el cumplimiento de una cláusula de un contrato colectivo de trabajo, corresponde su resolución a la Inspectoría del Trabajo de conformidad con el artículo 469 de la Ley Orgánica del Trabajo y sustituyó el poder reservándose su ejercicio en los abogados Luis Fereira, David Fernández, Carlos Malavé, Joardens Fernández y Nanci Ferrer.

En fecha 28 de septiembre de 1.998, el apoderado de la accionante consignó el escrito de oposición  a las cuestiones previas.

El 1º de octubre de 1.998, la abogado Nanci Ferrer con el carácter de autos consignó escrito de promoción de pruebas y sus recaudos.

Por auto de fecha 1º de octubre de 1.998 se admitió en cuanto ha lugar en derecho el escrito y sus recaudos.

Mediante escrito presentado en fecha 6 de octubre de 1.998, los apoderados judiciales de la demandada ratificaron la falta de jurisdicción opuesta. 

En sentencia de fecha 19 de octubre de 1.998, el Tribunal de la causa declaró sin lugar la falta de jurisdicción alegada, por considerar que al ser un asunto contencioso en materia laboral distinto al arbitraje y la conciliación el conocimiento del mismo debía estar atribuido a los órganos jurisdiccionales.

Mediante diligencia suscrita en fecha 20 de octubre de 1.998, la abogado Nanci Ferrer con el carácter de autos solicitó la regulación de jurisdicción.

Por auto de fecha 29 de octubre de 1.998, se acordó remitir el expediente a esta Sala, para conocer de la regulación de jurisdicción interpuesta. 

II

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 

Del análisis de las actas procesales resulta evidente, que la demanda interpuesta  es una acción ejercida para obtener la indemnización por el incumplimiento del contrato colectivo del trabajo de la industria petrolera como consecuencia de los daños y perjuicios derivados del conflicto  suscitado entre el sindicato accionante y la empresa accionada, fundamentada en el artículo 508 de la Ley Orgánica del Trabajo y los artículos 1.167 y 1.185 del Código Civil.

Observa esta Sala que siendo ésta acción de derecho común, prevista en el artículo 1.167 del Codigo Civil, el conocimiento y decisión única y exclusivamente corresponde a los órganos jurisdiccionales, según lo dispuesto en los artículos antes mencionados y en el artículo 655 de la Ley Orgánica del Trabajo, aplicable al caso dada la naturaleza laboral del reclamo planteado. Así se declara.  

III

DECISIÓN

En virtud de los razonamientos arriba expuestos, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA QUE CORRESPONDE AL PODER JUDICIAL, el conocimiento para decidir la demanda por incumplimiento  del Contrato Colectivo de Trabajo de la Industria Petrolera interpuesta por el Sindicato de Trabajadores Petroleros del Municipio Autónomo Machiques de Perija  Estado Zulia  contra  la empresa Construcciones Petroleras, C. A.

En consecuencia, se confirma la decisión del Tribunal a quo dictada en fecha 19 de octubre de 1.998.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de origen. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veinte y un (21) días del mes de   marzo  del año dos mil. Años 189º de la Independencia y 141º de la Federación.

El Presidente-Ponente,

 

CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ 

El Vicepresidente,

 

JOSÉ RAFAEL TINOCO 

 

LEVIS IGNACIO ZERPA 

            Magistrado

La Secretaria,
 

ANAÍS MEJÍA C.
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